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ción de la parcela número 15, sita en el polígono «El Segre», 
dé Lérida, se ha dictado con fecha 26 de octubre de 1965 sen­
tencia, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando com0 desestimamos la inad- 
misibilidad del presente recurso interpuesto por doña María 
Grau Bonet contra resolución del Ministerio de la Vivienda de 
21 de julio de 1962 y 23 de julio de 1963, debemos declarar y 
declaramos que estimando el mismo en parte se reconoce el de­
recho de la recurrente a ser indemnizada por la expropiación de 
la finca de su propiedad, señalada con el número 15 de las que 
integran el polígono denominado «Segre». de la ciudad de Lé­
rida, por los edificios destinados a viviendas, a razón de 800 
pesetas por metro cuadrado edificado en cada planta, sin que 
deban modificarse los demás precios señalados por la resolu­
ción recurrida a las demás construcciones existentes en la fin­
ca, así como tampoco las valoraciones atribuidas a las dos par­
celas que la integran, que por las resoluciones recurridas que­
dan firmes y subsistentes por estar ajustadas a derecho, sin 
más modificación que la señalada, y sin costas

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bo­
letín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legisla­
tiva», definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid. 3 de marzo de 1966.

MARTINEZ SANCHEZ-ARJONA 
limo. Sr. Director-Gerente de Urbanización.

ORDEN de 3 de marzo de 1966 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo número 10.751, interpuesto por don An­
gel Macazaga Alberdi, contra la Orden de 22 de di­
ciembre de 1961.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 10.751, seguido en única instancia ante la Sala Quinta del 
Tribunal Supremo, interpuesto por don Angel Macazaga Alberdi 
demandante, y la Administración General, demandada, contra 
la Orden de este Ministerio de 22 de diciembre de 1961 sobre ex­
propiación de la parcela número 39 y 104, sita en el polígono 
«Babel», de Alicante, se ha dictado con fecha 6 de diciembre Je 
1965, sentencia cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que con estimación del recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por la representación procesal de don 
Angel Macazaga Alberdi contra la Orden del Ministerio de la 
Vivienda de 22 de diciembre de 1961, aprobatoria del expediente 
expropiatorio por el procedimiento de tasación conjunto del po­
lígono «Babel», de Alicante, con fijación de dicha valoración y de 
las correspondientes a cada una de las fincas en él compren­
didas, entre las que se encuentran las señaladas con los núme­
ros 34 y 105, propiedad del recurrente, así como contra la des­
estimación tácita del recurso de reposición deducido respecto a 
la expresada Orden, debemos declarar y declaramos la nulidad 
de dicha Orden por no ser conforme a derecho al haber sido 
dada con infracción del Ordenamiento Jurídico establecido acer­
ca de la materia sobre que versa y, en consecuencia, declaramos 
asimismo la nulidad de las actuaciones administrativas inte­
grantes del indicado expediente; deberá reponerse al momento 
de su iniciación con referencia a la fecha posterior a la de 
10 de abril de 1962, en que tuvo publicación en el «Boletín Ofi­
cial del Estado» la aprobación por el mentado Ministerio del 
Plan General de Ordenación Urbana de Alicante y a la en 
que de modo válido y eficaz haya quedado aprobada la delimi­
tación del referido polígono, con legitimación de la actuación 
expropiatoria, sin hacerse expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bole­
tín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legislativa», 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de marzo de 1966.

MARTINEZ SANCHEZ-ARJONA 
Unjo. Sr. Director-gerente de Urbanización.

ORDEN de 3 de marzo de 1966 por la que se dispone 
el cumplimiento de la sentencia dictada por el Tri­
bunal Supremo en el recurso contencioso-adminis­
trativo número 10.310, interpuesto por don Francis­
co Arguelles Fernández, contra la Orden de 21 de no­
viembre de 1961.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 10.310 seguido en única instancia ante la Sala Quinta del 
Tribunal Supremo, interpuesto por don Francisco Argüelles, 
contra la Orden de este Ministerio de 21 de noviembre de 1961 
sobre expropiación de las parcelas números 12-A y 10, sita en el 
polígono «Otero», de Oviedo, se ha dictado con fecha 4 de no­
viembre de 1965 sentencia, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por la representación procesal de don Fran­
cisco Argüelles Fernández contra la Orden del Ministerio de 
la Vivienda de 21 de noviembre de 1961, confirmada en forma 
tácita mediante la denegación por silencio del recurso de repo­
sición ejercitado frente a la misma, y después de manera ex­
presa por las dos resoluciones del propio Departamento de 
fecha 4 de marzo de 1963, todas las cuales fijaron el justiprecio 
de las fincas números 10 y 12-A, propiedad del recurrente y 
comprendidas en el polígono de expropiación denominado «Ote­
ro», en el término de Oviedo, debemos declarar y declaramos 
conformes a derecho los expresados actos administrativos, que 
quedarán firmes y subsistentes, absolviendo a la Administra­
ción de la demanda y sus pretensiones, sin hacer expresa im­
posición de las costas del litigio

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el «Bo­
letín Oficial del Estado» e insertará en la «Colección Legisla­
tiva», definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V I. muchos años
Madrid, 3 de marzo de 1966

MARTINEZ SANCHEZ-ARJONA 

limo. Sr. Director-Gerente de Urbanización.

ORDEN de 3 de marzo de 1966 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad­
ministrativo número 10.484 interpuesto por don José 
González Izquierdo, contra la Orden de 21 de no­
viembre de 1961

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
10.484 seguido en única instancia ante la Sala Quinta del Tri­
bunal Supremo interpuesto por don José González Izquierdo, de­
mandante, y la Administración General, demandada, contra la 
Orden de este Ministerio de 21 de noviembre de 1961 sobre ex­
propiación de la parcela número 1 sita en el polígono «Otero», 
de Oviedo, se ha dictado con fecha 4 de diciembre de 1965 sen­
tencia, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte el presente recurso con­
tencioso-administrativo, interpuesto por don José González Iz­
quierdo, contra la Orden del Ministerio de la Vivienda del 21 
de noviembre de 1961, en cuanto aprobó la valoración de la 
finca número 1 del polígono «Otero», de Oviedo, de la pro­
piedad del recurrente, de 33.856 metros cuadrados, con frente 
a la Travesía de la Fuente del Prado, calle A 14 y Carretera de 
Adanero a Gijón, y contra resolución del mismo Departamento 
Ministerial, de fecha 7 de mayo de 1963, que denegó reposición 
de la anterior, debemos anular y anulamos dichas resoluciones, 
por no ser ajustadas a derecho, declarando en su lugar que el 
justiprecio total de la misma, que deberá abonar la Adminis­
tración, incluido el premio de afección, es de 9.774.857,31 pese­
tas; sin imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1965.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 3 de marzo de 1966.

MARTINEZ SANCHEZ-ARJONA 

Timo. Sr. Director-G rente de Urbanización.


